
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO ALEJANDRO VIEDMA 

VELÁZQUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

El que suscribe, Alejandro Viedma Velázquez, diputado federal integrante del Grupo Parlamentario de Morena 

a la LXIV legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 

fracción II; y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos 6, 

numeral 1, fracción I; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la 

consideración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma 

el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de financiamiento 

público a los partidos políticos nacionales y distribución equitativa, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

El financiamiento público es definido como el conjunto de bienes, servicios y recursos que otorga el Estado a 

una institución de interés público para que esta pueda ejercer sus actividades, mandatadas por la Ley en 

beneficio de la sociedad. 

Este tipo de financiamiento puede otorgarse de manera directa (por medio de una partida presupuestaria a cargo 

del Estado), de manera indirecta (por medio de otorgamiento de servicios o beneficios que tienen impacto 

presupuestario para el Estado) o de forma mixta (que combina ambos modelos).
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Lo que justifica que el Estado asuma la responsabilidad presupuestaria de sus instituciones radica en alejarlas 

del poder económico de las personas físicas, que fácilmente podrían poner a su merced la operación de estos 

cuerpos del Estado para la persecución de fines particulares. 

Bajo esta premisa se entiende que es importante el otorgamiento de este financiamiento por parte del Estado, 

para que los destinatarios de los recursos puedan tener autonomía de realizar los fines propios de su naturaleza; 

es por tanto que no es un asunto menor que diversas instituciones se encuentren financiadas por la sociedad. 

Por cuanto hace al Estado mexicano, este desde 1977 puso sobre la mesa la necesidad de darle reconocimiento a 

una institución fundamental que permite ejercer de forma plena los Derechos Civiles y Políticos de los 

ciudadanos, a saber, otorgó reconocimiento Constitucional a los Partidos Políticos como entidades de interés 

público.
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Estas instituciones fundamentales para el ejercicio de Derechos Humanos, pero también para la vida 

democrática de una nación, desde sus orígenes tuvieron una vaga regulación respecto de los ingresos 

económicos que disponían para la consecución de sus fines. 

Es así como los partidos que se constituían tenían ingresos por medio de aportaciones del erario, aportaciones 

de militantes o por modelos gremiales que permitían el sostenimiento de sus actividades; así como una poca 

claridad de los ingresos y egresos de cada instituto político. 

A saber, durante la presidencia de Emilio Portes Gil, en un decreto publicado el 25 de enero de 1930 se 

estipulaba que “todo personal civil de la administración pública dependiente del Poder Ejecutivo Federal 

contribuya con siete días de sueldo (...) y que dichos fondos se depositarán en el Banco de México a disposición 

del Comité Ejecutivo del Partido Revolucionario”. 

En 1975 durante un informe realizado por Efraín González Morfin se acusaba que una serie de militantes del 

Partido Acción Nacional eran financiados por un reducido número de empresarios de Monterrey, Nuevo León.
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Los anteriores hechos dan cuenta de que, durante un largo tiempo desde la creación del primer partido oficial en 

México, se estuvo financiando a los institutos políticos por diversos medios, muchos de los cuales actualmente 

son considerados como ilícitos. 

El origen del financiamiento público, pese a la vaga regulación que se tenía en la materia, remonta a la reforma 

electoral de 1962-1963, donde la ley estableció una primera prerrogativa a favor de los partidos políticos por 

medio de la “exención” de impuestos en los casos de compraventas, arrendamientos, donaciones, rifas, sorteos, 

festivales, impuesto sobre la renta, entre otros. Esta primera prerrogativa marca el inicio del financiamiento 

público por medio de una modalidad indirecta. 

Un segundo apoyo estatal que se le otorgaron a los partidos políticos se dio durante la reforma a la ley electoral 

de 1973, donde se le concedieron las franquicias postales y telegráficas, aunado al acceso a tiempo de radio y 

televisión (con cargo al Estado).
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No fue hasta la reforma electoral de 1986, cuando se introdujo un cambio radical en materia de financiamiento 

público a partidos políticos toda vez que derivada de la incertidumbre y el vago andamiaje que el legislador 

estipulo con la reforma de 1977 en la materia, es que se implementó el modelo mixto de financiamiento público. 

Por una parte, el legislador estableció, dentro del artículo 61 del Código Federal Electoral, la fórmula para el 

financiamiento público dado por el Estado y por otra el respeto a las prerrogativas que ya se les habían 

otorgado. 

La fórmula del financiamiento público, en principio, consistía en un estudio que realizaba la Comisión Federal 

Electoral respecto de “los gastos mínimos” que erogaba un diputado para su campaña; ese gasto era 

multiplicado por el número de diputados al principio de mayoría relativa. Del monto resultante, el 50% se 

dividía de forma equitativa, en tanto que el otro 50% se dividía proporcional a la votación obtenida para la 

elección de diputados federales.
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Con la reforma de 1990-1991 por la que se crea el primer Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, se modificó el régimen de financiamiento a los partidos políticos, estipulándose que estos podían 

tener financiamiento de diferentes modalidades, reconociéndose el: 

a) Financiamiento público; 

b) Financiamiento por la militancia; 

c) Financiamiento de simpatizantes; 

d) Autofinanciamiento; y 

e) Financiamiento por rendimientos financieros, fondos y fideicomisos.
6
 

Por lo que hace al apartado del financiamiento público, la fórmula adoptada para calcular el mismo en 1986, se 

mantenía con ligeros cambios: 

I. El Consejo General del Instituto Federal Electoral determinará anualmente, con base en los estudios que le 

presente el Consejero Presidente, los costos mínimos de una campaña para diputado, de una para senador y 

para la de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, tomando como base los costos aprobados para el año 

inmediato anterior, actualizándolos mediante la aplicación del índice al que se refiere la fracción VI de este 

inciso, así como los demás factores que el propio Consejo determine. El Consejo General podrá, una vez 



 
  

concluido el proceso electoral ordinario, revisar los elementos o factores conforme a los cuales se hubiesen 

fijado los costos mínimos de campaña; 

II. El costo mínimo de una campaña para diputado, será multiplicado por el total de diputados a elegir y por 

el número de partidos políticos con representación en las Cámaras del Congreso de la Unión; 

III. El costo mínimo de una campaña para senador, será multiplicado por el total de senadores a elegir y por 

el número de partidos políticos con representación en las Cámaras del Congreso de la Unión; 

IV. El costo mínimo de gastos de campaña para Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, se calculará 

con base a lo siguiente: El costo mínimo de gastos de campaña para diputado se multiplicará por el total de 

diputados a elegir por el principio de mayoría relativa, dividido entre los días que dura la campaña para 

diputado por este principio, multiplicándolo por los días que dura la campaña de Presidente; 

V. La suma del resultado de las operaciones señaladas en las fracciones anteriores, según corresponda, 

constituye el financiamiento público anual a los partidos políticos por sus actividades ordinarias permanentes 

y se distribuirá de la siguiente manera: 

– El 30% de la cantidad total que resulte, se entregará en forma igualitaria, a los partidos políticos con 

representación en las Cámaras del Congreso de la Unión. 

– El 70% restante, se distribuirá según el porcentaje de la votación nacional emitida, que hubiese obtenido 

cada partido político con representación en las Cámaras del Congreso de la Unión, en la elección de 

diputados inmediata anterior. 

VI. El financiamiento a que se refieren las fracciones anteriores se determinará anualmente tomando en 

consideración el índice nacional de precios al consumidor, que establezca el Banco de México; 

VII. Las cantidades que en su caso se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones 

mensuales conforme al calendario presupuestal que se apruebe anualmente; y VIII. Cada partido político 

deberá destinar anualmente por lo menos el 2% del financiamiento público que reciba, para el desarrollo de 

sus fundaciones o institutos de investigación.
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Con la reforma electoral de 1993, se mantuvo la fórmula para la obtención del financiamiento público, sin 

embargo, se introdujeron prohibiciones en materia de aportaciones de origen privado imponiendo como límite 

un 10% del financiamiento público total; además se introdujeron regulaciones para la rendición de cuentas de 

los partidos políticos, obligándoles a crear un órgano interno de finanzas y a rendir un informe anual de las 

erogaciones que realizaban del financiamiento público obtenido. 

No fue sino hasta el año de 1996 cuando por un decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de 

agosto, que se elevó a rango constitucional (dentro del artículo 41) la potestad de los Partidos Políticos de 

acceder al financiamiento público. Sin embargo, la fórmula no se estipulo de inicio en un rango constitucional.
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La reforma antes referida, en su exposición de motivos, aducía que el objetivo de brindar un financiamiento 

público a los partidos políticos radica en que los mismos cuenten con ingresos claros, cuyo origen sea lícito y 

conocido para la ciudadanía. 

Para el año de 2007,
9
 tras varios años de un financiamiento basado en los costos que se erogaban para la 

elección de cada diputado, senador y presidente de la República, se modificó la fórmula (que es la que prevalece 

hasta nuestros días) con la que se calcula el monto al financiamiento público. 



 
  

Esta fórmula estipula que, para poder calcular el monto total a distribuir entre los diversos partidos políticos que 

obtengan su registro como Partidos Políticos Nacionales, se necesita multiplicar el 65% del valor de la Unidad 

de Medida y Actualización (antes el salario mínimo) por el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 

electoral. Del monto obtenido de la anterior fórmula, este se procede a repartir el 30% de forma igualitaria, y el 

restante 70% de manera proporcional, conforme a la votación nacional válida emitida por cada partido político 

correspondiente a la elección de diputados federales inmediata anterior. 

En este tenor, la evolución del financiamiento público para actividades ordinarias desde el año de 1996 a la 

fecha se ha dado de la siguiente forma: 



 
  

 

Para el año de 2020, el Instituto Nacional Electoral ha calculado que con la actual fórmula el financiamiento 

público a los partidos políticos, por concepto de actividades ordinarias permanentes, será de $4,728,699,868 de 

pesos. 



 
  

Como se puede dar cuenta de la tabla anterior, donde se muestra la evolución histórica del financiamiento 

público que el Estado ha otorgado a los partidos políticos, año con año el mismo ha incrementado de forma 

exponencial, lo que ha implicado una mala administración de los recursos y la generación de gastos excesivos 

en las estructuras de los institutos políticos. 

El incremento se debe a múltiples factores, pero primordialmente al cambio de fórmula que se empleaba para 

calcular el monto total del financiamiento público que se otorga a los partidos políticos. A saber, del año de 

1996 a 2007 (previo al cambio de fórmula) en promedio se otorgaba (anualmente) alrededor de 

$1,838,842,225.40 de pesos, en tanto que tras el cambio de fórmula se destinan en promedio $3,562,459,382.67 

de pesos para el sostenimiento de las actividades ordinarias de cada partido político. 

Así las cosas, es evidente que el costo de los partidos políticos en México ha crecido casi al doble, lo que 

conlleva a realizar una serie de preguntas ¿en qué se está gastando todo ese dinero excedente que se tiene desde 

el cambio de fórmula? ¿realmente los institutos políticos requieren más financiamiento si por más de 11 años, 

estuvieron sosteniendo sus actividades con menos de dos mil millones de pesos anuales? 

Los costos de una democracia tienen impacto directo en las políticas que un Estado puede llevar a cabo; El 

dinero que nos cuestan los institutos políticos puede ser empleados para otros fines fundamentales, como en 

materia de seguridad, por poner un ejemplo. 

En este tenor, se propone modificar la formula actual con la que se calcula el monto del financiamiento público 

que se otorga a los partidos políticos, tomando en consideración que en vez de hacer los cálculos con el 65% del 

valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA), estos se realicen tomando en consideración el 33% de 

esta. 

Aunado a lo anterior, por medio de esta iniciativa, se eleva a rango constitucional el tope del financiamiento 

privado a fin de que ningún instituto político exceda lo estipulado en la ley, y se brinde total certeza a la 

ciudadanía respecto de la composición total del financiamiento a que tienen derechos los partidos políticos. 

En este sentido generar esta modificación constitucional permite que tras una eventual reducción del 

financiamiento público que se otorga a los partidos políticos, estos no busquen alternativas fuera de la ley 

queriendo captar recursos de origen privado y, por tanto, se caiga en el error de representar intereses personales, 

desvirtuando la naturaleza de esta institución. 

Además, para mejorar las condiciones de equidad de la contienda electoral y en aras de generar procesos de 

partición democráticos más justos, la presente iniciativa plantea no solamente reducir el financiamiento público 

de los partidos políticos, sino además generar condiciones en la contienda electoral más justas, brindando a las 

minorías un mejor piso para la competencia, sin ir en contra de las mayorías; proponiendo un nuevo mecanismo 

de distribución de esos recursos públicos, repartiendo entre cada partido político con registro nacional de forma 

igualitaria el 40% el monto total; y el 60% restante, tomando como base la votación total nacional válida 

emitida para la elección de diputados federales inmediata anterior. 

Por lo anterior, también esta iniciativa busca modificar la manera en que se distribuye el financiamiento público 

por concepto de actividades específicas, para que estos sean distribuidos de manera igualitaria en un 40%, y de 

forma proporcional con base en su votación total válida emitida en un 60%. 

Esta iniciativa no busca un menoscabo para ningún instituto político, al contrario, persigue generar condiciones 

electorales más justas teniendo una distribución más equitativa y generando ahorros al erario, para que el Estado 

pueda destinar esos recursos a la consecución de otros fines, en aras de atender los adeudos históricos que 

tenemos con la sociedad mexicana. 



 
  

Si mantenemos la fórmula actual, en sus términos, tendremos un mayor del financiamiento público a los 

partidos políticos, derivado de la tendencia de incremento que tiene actualmente el padrón electoral; además de 

que cada año la democracia implicaría mayores costos en virtud de la correlación partidos políticos-elecciones; 

generando un descontento social aún mayor. 

Esta iniciativa es una respuesta a las exigencias sociales y al debate que, año con año, se hacen presentes 

cuando se habla del costo de la democracia mexicana, pero particularmente del costo de los partidos políticos. 

No son tiempos para el derroche y los altos costos, son tiempos para la austeridad y para emplear los recursos 

donde realmente se necesitan: en beneficio de la sociedad mexicana y no de la partidocracia. 

Se propone reformar el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de la siguiente 

forma: 



 
  



 
  



 
  

 

Por lo expuesto y debidamente fundado, a título personal me permito someter a consideración de esta H. 

soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en materia de financiamiento público a partidos políticos nacionales y distribución equitativa. 

Único. Se reforma el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar de la 

siguiente forma: 

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la 

competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, 

en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada 

Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto 

Federal. 



 
  

... 

... 

I. ... 

II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para 

llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y 

sus campañas electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen 

privado, los cuales no podrán exceder de más del diez por ciento del monto total del financiamiento 

público otorgado por cada partido político anualmente . 

El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada elección, se 

compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las 

tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y las de carácter específico. Se otorgará 

conforme a lo siguiente y a lo que disponga la ley: 

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará 

anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el treinta y 

tres por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El cuarenta por ciento de la 

cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en 

forma igualitaria y el sesenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido 

en la elección de diputados inmediata anterior. 

b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que se 

elijan Presidente de la República, senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por ciento del 

financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en ese mismo 

año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho financiamiento por 

actividades ordinarias. 

c) El financiamiento público por actividades específicas, relativas a la educación, capacitación, investigación 

socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del monto total del 

financiamiento público que corresponda en cada año por actividades ordinarias. El cuarenta por ciento de la 

cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en 

forma igualitaria y el sesenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido 

en la elección de diputados inmediata anterior. 

... 

... 

III a VI. ... 

... 

... 

Transitorios 



 
  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. En un plazo máximo de 180 días, contando a partir de la entrada en vigor del presente decreto, el H. 

Congreso de la Unión deberá armonizar las leyes en la materia, a fin de evitar las contradicciones que pudieran 

darse. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que contravengan el presente decreto. 
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